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LA CONFIGURACIÓN DE UN NUEVO HORIZONTE EN MATERIA DE GESTIÓN PÚBLICA. EL CASO DE LA PROVINCIA DE RIO NEGRO

HUGO VILLCA

1.- Introducción

La presente ponencia tiene como objetivo central abordar la problemática de la Gestión Pública, especialmente en el área de Recursos Humanos en el ámbito de la Administración Pública de Río Negro.

En este sentido, es menester recalcar que desde mediados de los años noventa la Provincia ha realizado un importante esfuerzo en materia legal normativa destinada a modernizar sustantivamente la gestión y administración de Recursos Humanos.

A los fines analíticos entenderemos la Administración de Recursos Humanos  como una integralidad que abarca desde la selección y reclutamiento de personal, la relación salarial, la capacitación y formación, la evaluación de desempeño, la higiene y seguridad laboral, la jubilación o retiro, etc.

Sin lugar a dudas que dicho análisis sería superficial, en el caso de Río Negro sino se toma en cuenta el contexto sociopolítico, el marco legal – normativo- y las transformaciones experimentadas en los últimos años en dicho campo.

2.- Contexto situacional
El denominado proceso de Reforma del Estado en la Provincia de Río Negro que se inició a mediados de los años noventa tuvo diversas características que lo diferenciaron nítidamente de lo acontecido en otras provincias.

El nuevo marco no estuvo exento de conflictos y tensiones toda vez que las transformaciones suscitadas derivaron en un quiebre de las formas de estatalidad existentes hasta ese momento y la aparición de nuevas reglas de juego en lo referente a gestión y administración de recursos humanos que desplazaron a las formas y modalidades precedentes.

El Estado en general, y las modalidades de producción del servicio público en particular asumieron formas y responsabilidades distintas. 

En lo referente a empleo público la sanción de instrumentos legales específicos significó a mediados de los años noventa el comienzo de un proceso de transformaciones sustantivas en materia de empleo público en la Provincia de Río Negro.

En este contexto, mediante la Ley Nº 3052 se crea el Régimen de la Función Pública, cuyo objetivo general consistió en adaptar el funcionamiento de la administración pública provincial a las necesidades de la comunidad demandante de bienes y servicios públicos, regulando la definición y modificación de las estructuras organizativas, el ingreso, desarrollo, carrera, deberes y derechos del personal, la estructura y composición de los salarios, así como la relación de éstos con el presupuesto provincial.

La constitución de un Régimen de la Función Pública en la Provincia de Río Negro bajo una concepción sistémica marcó un punto de ruptura con respecto a paradigmas anteriores.

Los principios fundantes de esta norma eran:

· Eficacia y eficiencia en la prestación de los servicios públicos.

· Racionalidad en la administración y distribución de los recursos

· Equidad y Justicia Social

· Participación de los usuarios y agentes públicos en los procesos de diseño y de prestación de los bienes y servicios que demanda la comunidad

Por su parte, los objetivos específicos son:

· Contribuír al mejoramiento y modernización de las estructuras organizativas del Estado Provincial y a su adecuación cualitativa y cuantitativa a las necesidades y requerimientos de servicios de la sociedad.

· Profesionalizar la administración pública provincial en todos sus niveles, mediante la obtención y desarrollo de los recursos humanos necesarios y adecuados para el eficaz y eficiente funcionamiento de sus instituciones.

· Articular la administración de los recursos humanos con las necesidades organizacionales  y con las políticas salariales, presupuestarias y financieras.

Para el logro de estos objetivos, el Régimen de la Función Pública sancionado preveé como instrumentos de gestión tres sistemas interrelacionados a saber:

· Sistema de Administración de Estructuras Organizativas: que regula el proceso de diseño y aprobación de las unidades organizativas y sus puestos de trabajo.

· Sistema de Administración de Recursos Humanos: que regula los procesos relacionados con la carrera administrativa del personal.

· Sistema de Administración Salarial: que regula los criterios de remuneración de los agentes públicos y su articulación con la gestión presupuestaria de los recursos humanos.

Cabe acotar que esta líneas de transformación comenzaron a transitar su derrotero tras la grave crisis institucional de 1995 y contó con un fuerte respaldo de la asociación gremial mayoritaria que agrupa a los empleados públicos provinciales, la UPCN (Unión Personal Civil de la Nación).

3.- Enfoque Sistémico
La Provincia de Río Negro ha avanzado hacia una reformulación de la Administración de Recursos Humanos orientada a una visión sistémica donde puesto de trabajo, estructura organizativa, política salarial, misiones, funciones y objetivos de política institucional se entremezclan para lograr mayores niveles de eficacia y eficiencia.

El eje rector de las líneas de acción las lleva adelante un organismo creado a tales efectos, la Secretaría Ejecutiva del Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado.

3.1.- Administración de Estructuras Organizativas

Como dijimos anteriormente, el Sistema de Administración de Estructuras Organizativas tiene por objetivo regular el proceso de diseño y aprobación de las unidades organizativas y sus puestos de trabajo alcanzados por el presente régimen.

En este sentido, la citada norma legal menciona que las estructuras organizativas y la clasificación de los puestos de trabajo serán revisados y aprobados anualmente con la finalidad de verificar su adecuación a los objetivos institucionales y la racionalidad técnica de su diseño y dimensión.

Asimismo, la aprobación formal de las estructuras organizativas será una condición necesaria para la asignación de los recursos presupuestarios correspondientes a gastos en personal y para las designaciones de personal en los puestos de trabajo.

La aprobación en este caso es realizada mediante un acto administrativo (decreto) refrendado por los Ministros de Hacienda y el del área a que corresponda la estructura, siempre que se cuente con dictamen favorable del Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado.

Todos los proyectos de estructuras organizativas deberán contener necesaria e indefectiblemente:

· Una configuración de unidades organizativas.

· Una planta de puestos de trabajo

Por otra parte, la definición de la configuración de unidades organizativas de las estructuras se regiría por los siguientes criterios:

· las unidades organizativas deberían constituir centros de responsabilidad, por la producción de resultados requeridos para el cumplimiento de los objetivos asignados a las instituciones que forman parte,

· a cada unidad organizativa se le asignaría un tipo de unidad que correspondiera de acuerdo a un Clasificador General de Tipos de Unidades Organizativas del Sector Público Provincial. Dicha asignación se realizaría de acuerdo a la valoración de cada unidad. Los instrumentos y procedimientos de cada valoración de unidades organizativas deberían determinar de manera objetiva y confiable, el grado de responsabilidad de cada una de dichas unidades respecto de los resultados encomendados a las instituciones a las que pertenecieran y el volumen y la criticidad de los recursos bajo su responsabilidad,

· la cantidad de unidades, su clasificación, tipo y asignación de responsabilidades deberían ser definidas con arreglo a principios de racionalidad técnica en función del mejor cumplimiento de los objetivos institucionales.

Por su parte, la definición de la planta de puestos de trabajo de las estructuras organizacionales se deberían regir por los criterios de:

· la definición de las tareas y los requisitos de los puestos de trabajo los cuales deberían realizarse de manera integral y orgánica, mediante la aplicación de instrumentos de descripción objetivos, basados en criterios homogéneos y comunes al conjunto de los organismos de manera tal que permitan su clasificación. A tales efectos todos los puestos de trabajo serían descriptos con un único clasificador ocupacional, el cual establecería para cada clase ocupaciones, las tareas y requisitos profesionales mínimos.

· Los requisitos de los puestos de trabajo deberían establecerse a partir de las necesidades de las tareas que deben cumplirse y tomar en cuenta el máximo aprovechamiento posible del recurso humano de la administración pública provincial.

· Los puestos de trabajo, por su parte, deberían ser valorados a los efectos de establecer su nivel jerárquico y, de manera congruente y homogénea, su correspondencia con los grados en los diferentes escalafones o regímenes de recursos humanos. La valoración de los puestos debería efectuarse empleando técnicas que respondan al estado del conocimiento en la materia y que permitieran establecer la equivalencia de jerarquías entre puestos funcionalmente diferentes.

· Podrían ser considerados determinados puestos como estratégicos y ser valorados como “puestos claves” aquellos que tuvieran un impacto directo o indirecto especialmente alto sobre los resultados sustantivos de la gestión pública y sus ocupantes que deberían ser incluidos en un régimen especial a los efectos salariales, de capacitación y desarrollo.

3.2.- Sistema de Administración Salarial
En este sentido, cabe acotar que en el antiguo régimen de carrera administrativa reglamentado por la Ley Nº 1844, la política salarial se establecía mediante categorías a las cuales se accedía por un requisito fundante y primordial: la antigüedad en el cargo. En este aspecto, se trataba de una segmentación donde resultados y desempeño no se contaban como requisitos esenciales. 

La simple antigüedad en el cargo implicaba un derecho inalienable para el progreso en la arquitectura escalafonaria.

A partir de la sanción de la Ley Nº 3052 y sobre la base de una concepción sistémica surge el concepto de administración salarial como un factor concurrente dentro del régimen de la carrera administrativa.

Esta norma especifica que la política salarial de la administración pública provincial daría prioridad al mantenimiento de niveles adecuados de remuneración de su personal, incluyendo una mayor dedicación y un mejor desempeño.

Asimismo, se establecería en el plano de la Administración Pública Provincial una única estructura de niveles salariales para todos los organismos, sobre la base de una adecuada relación entre los requisitos, las responsabilidades y remuneraciones de los puestos de trabajo, a fin de retener y desarrollar recursos humanos calificados, dentro de un marco que brinde una equitativa carrera administrativa.

En este aspecto, se especificaba que las remuneraciones deberían estar compuestas por:

· salario básico del grado en el respectivo escalafón

· conceptos asociados a las características y antecedentes personales de los agentes públicos,

· conceptos asociados a las características de los puestos de trabajo, los cuales conformarán la compensación a la función. Dicha compensación sería mayor, respecto del salario básico del grado, cuanto más alto sea el nivel de responsabilidad de los puestos de trabajo.

Asimismo, las remuneraciones podrían incluir conceptos vinculados a los resultados obtenidos y a las metas alcanzadas por el agente en el desempeño de sus funciones, que constituyeran un incentivo para lograr:

· mejoras en la calidad y/o aumento en la cantidad de los bienes y servicios producidos,

· incrementos en los ingresos del Estado,

· disminución de los costos de producción de bienes y servicios.

En este aspecto los conceptos serían remunerados siempre que pudiesen ser medidos en forma objetiva y homogénea y cuando la relación entre los resultados logrados con relación a los costos incurridos para conseguirlos, sea positivo.

Toda compensación, por otra parte, debería estar basada en los procesos de valoración de puestos de trabajo.

La afectación de recursos a gastos en personal que permitiesen ejecutar la política salarial, sólo podría efectuarse una vez aprobadas las estructuras organizativas.

3.3.- Sistema de Administración de Recursos Humanos
A partir de la sanción de la Ley Nº 3052 se estableció que en el régimen de la Función Pública los agentes sólo podrán revistar en algunas de las siguientes condiciones:

· Gerentes Públicos

· Empleados Públicos

Por su parte, todos los escalafones de la Administración Pública Provincial deberían adecuarse a determinados ordenamientos:

· los escalafones se compondrán de Agrupamientos y cada agrupamiento podrá subdividirse en tantas aperturas como fuese necesario los que tendrán la denominación de “Nivel”

· cada nivel o agrupamiento, por su parte, se subdividirán en “Grados” de una escala única, válida para el conjunto del escalafón,

· cada grado iba a estar asociado a un valor o coeficiente que permitiese establecer el salario básico correspondiente al mismo.

Cabe acotar que la norma legal establecía que la asignación de grados escalafonarios a los agentes públicos con la consiguiente asignación de salario básico sería realizada mediante procesos de valoración individual y la utilización de técnicas que respondiesen al estado del conocimiento en la materia y que permitieran la aplicación de criterios homogénos en el ámbito de la Administración Pública Provincial.

Se regulaba también, la designación inicial en los puestos de trabajo que en el anterior régimen se realizaban en función de las peticiones del jefe de área. A partir de la sanción de la norma se pretendía que:

· se realizaran evaluaciones por medio del concurso de oposición y antecedentes para determinar la mayor calificación en cuanto a aptitud para el desempeño en el puesto de trabajo que correspondiese, criterio que prevalecería sobre todo otro en la decisión con respecto a dicha designación

· se requiriera la asignación de la remuneración que correspondiese según el régimen salarial aplicable

El ingreso a las instituciones del Estado se realizaría cuando ocurriesen determinadas circunstancias como por ejemplo:

· exista un puesto de trabajo vacante en la estructura organizativa aprobada de la respectiva institución,

· exista la previsión salarial correspondiente a dicho puesto en el presupuesto vigente de gastos en personal de la Institución,

· se hubiere cumplidos con los requisitos generales de ingreso.

Otra innovación interesante que se incorporó a la Ley fue la necesidad de evaluar el desempeño de los agentes, cuestión ampliamente demandada por la ciudadanía.

En este aspecto la norma citaba que todos los agentes deberían ser valorados como mínimo anualmente mediante procesos objetivos que tuviesen en cuenta:

· la formación y la capacitación de la persona,

· las características de la experiencia laboral previa

· las aptitudes personales

· el desempeño anterior en la institución.

Había, además otros criterios más afines a las funciones específicas del puesto de trabajo como por ejemplo:

· los resultados logrados en su trabajo, habida cuenta de las condiciones y recursos disponibles,

· las capacidades y conocimientos relativos a la función desempeñada,

· las actitudes hacia el trabajo y el servicio público.

El Artículo 27 también facultada a que el Ejecutivo dispusiese la finalización de la condición de agentes públicos a aquellas personas que por tres veces consecutivas o cuatro alternadas resultaren evaluados por debajo de los valores mínimos de actitud. Posteriormente, una reforma legislativa transformó ese articulado.

Todos aquellos que obtuviesen las mejores valoraciones y que cumpliesen con los requisitos mínimos para la promoción podrían llegar a ser promovidos a grados superiores en los respectivos escalafones siempre que el grado al que se promoviese estuviese entre los admitidos por el puesto que ocupen según el clasificador ocupacional.

Otra innovación importante estaba referida a la instrumentación de procesos de capacitación. En este aspecto, los agentes públicos deberían ser capacitados cuando:

· las necesidades del servicio, en cuanto a mantener y mejorar los niveles de desempeño en los puestos de trabajo que ocupen

· pudiese lograrse la retención o mejor aprovechamiento del recurso humano disponible, mediante procesos de reconversión en los que la capacitación constituyese un medio adecuado.

La capacitación era también mostrada como un derecho de los agentes públicos en los cuales podrían participar cuando:

· contaran con potencial y aptitudes para cubrir funciones que hubieren sido identificadas como necesarias para su futura cobertura

· hubiesen sido desaprobados en los correspondientes procesos de valoración

Por otra parte, se hacía referencia a un concepto amplio de proceso de desarrollo que incluía el crecimiento profesional del agente, tal como pasantía, estudios de especialización o transferencias permanentes o temporales a puestos de trabajo en lo que pudiese obtener experiencias útiles.

4.- Organos de aplicación

La Ley 3052 no sólo creaba un nuevo régimen de la Función Pública sino que también recreaba los órganos de aplicación, la constitución de nuevos organismos que velaran por el cumplimiento de la citada norma. Esos órganos eran:

El Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado del cual dependerían: la Comisión Técnica General Ejecutiva y los Comités Institucionales de Organización y Recursos Humanos y de Área.

Asimismo, dependería del Consejo:

· La Junta de Reclamos

· La Junta de Disciplina

· La Junta Evaluadora Central.

En este orden el Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado tendría las siguientes funciones:

· Implantar y administrar los Sistema de Administración de Estructuras, Administración Salarial y Administración de Recursos Humanos

· Proponer al Poder Ejecutivo las modificaciones a la política salarial vigente

· Asistir técnicamente a las instituciones del sector público provincial en los procesos de reconversión y adaptación permanente de sus estructuras organizativas para el mejor cumplimiento del rol que el Estado tiene a su cargo.

· Asesorar y asistir al Poder Ejecutivo en la fijación de las políticas requeridas en materia organizativa, coordinando operativa y administrativamente los proyectos de desarrollo y fortalecimiento institucional y administrativo en el ámbito del Poder Ejecutivo.

· Proveer servicios de capacitación y evaluación de personal a las instituciones del Poder Ejecutivo,

· Procesar, mantener y suministrar a las instituciones del sector público y demás usuarios que correspondan, la información sobre organización, recursos humanos, salarios y funcionamiento del Estado y servicios de procesamiento de la misma.

· Coordinar operativa y administrativamente las actividades de la Comisión General Técnica Ejecutiva del Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado, la Junta Evaluadora, la Junta de Disciplina y la Junta de Reclamos.

· Suscribir con instituciones públicas y/o privadas convenios que tengan por objeto la prestación de servicios, remunerados o no, inherentes a sus funciones.

El Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado estaría presidido por el Señor Gobernador y estaría constituido por:

· Dos vocales designados por el Poder Ejecutivo

· Un vocal designado por la asociación gremial mayoritaria legalmente reconocida.

El Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado estaría asistido por un Secretario Ejecutivo quien tendría a su cargo la conducción administrativa y la ejecución de las políticas diseñadas por el Consejo.

· En el ámbito de la Secretaría Ejecutiva funcionaría la Comisión General Técnica Ejecutiva. Dicha Comisión debería estar compuesta por:

· El Secretario Ejecutivo del Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado, quien actuará como coordinador,

· El funcionario responsable de la gestión del presupuesto público del Poder Ejecutivo,

· El funcionario responsable de la gestión de los recursos humanos del Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado,

· El funcionario del Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado, responsable del manejo de la información organizativa, de personal, salarial.

· Los coordinadores de los Comités Institucionales de Organización y Recursos Humanos de las instituciones cuyas temáticas se consideren en cada caso,

· Un representante de la asociación gremial mayoritaria legalmente reconocida.

Por su parte, cada institución del Poder Ejecutivo debía constituír con carácter permanente, un Comité Institucional de Organización y Recursos Humanos y tantos Comités de Area de Organización y Recursos Humanos como resulten necesarios, los que tendrían las siguientes responsabilidades:

· Proponer a la Comisión General Técnica Ejecutiva del Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado, las decisiones relativas a la definición de las estructuras organizativas.

· Proponer las decisiones relativas a ingreso, designación en puestos de trabajo, desarrollo, promoción y capacitación.

· Realizar la valorización y evaluación del personal en las estructuras organizativas.

Los Comités de Área se conformarían con la misma representación de los Comités Institucionales y serían coordinados por el titular de la unidad organizativa de mayor nivel del área o sector de la institución correspondiente y sus propuestas serían canalizadas a través del Comités Institucional.

Por otra parte también se constituiría la Junta de Reclamos para entender en todo reclamo interpuesto por los agentes públicos respecto de actos administrativos que hagan a sus derechos y no estén comprendidos en los regímenes disciplinarios.

Asimismo, se constituía con carácter permanente la Junta de Disciplina que sería el órgano de aplicación del régimen disciplinario de los agentes públicos. Estaría integrada por un Presidente, dos representantes designados por el Poder Ejecutivo y dos de la organización gremial mayoritaria legalmente reconocida.

Dicha Junta funcionaría bajo los criterios de descentralización operativa, celeridad en los procedimientos y objetividad en sus resoluciones, procurando dar carácter correctivo a las medidas disciplinarias que impusiera.

Por otra parte, se creaba la Junta Evaluadora Central quien sería la máxima instancia de apelación en caso de que existiere disconformidad en los procesos de evaluación y valorización de personal.

La Junta Evaluadora Central estaría integrada por un Presidente y dos representantes designados por el Poder Ejecutivo y dos de la organización gremial mayoritaria legalmente reconocida.

5.- Nuevo régimen de carrera administrativa

La Ley 3487 aprobada en el mes de diciembre de 2000 implicó la constitución de un nuevo horizonte en materia de regulación del régimen de la Función Pública, especialmente en materia de Administración de Recursos Humanos.

El denominado nuevo Estatuto – Escalafón reemplazó a la anquilosada Ley Nº 1844 que regulaba el funcionamiento del empleo público desde comienzos de la década de 1970. Cabe acotar que, en ese contexto, la nueva normativa sancionada por la Legislatura Provincial contemplaba significativos cambios que iban de la mano de lo acontecido en el nivel nacional en la década de los noventa. 

El nuevo régimen de Carrera Administrativa estaría orientado a promover la profesionalización en la función pública, propendiendo a asegurar la articulación de los objetivos y metas organizacionales de la Administración Pública Provincial con el desarrollo de las competencias laborales de quienes presten servicios en calidad de agentes públicos.

La nueva normativa comprendía una modalidad de progreso para los agentes públicos en forma vertical y horizontal.

Todo agente público ingresaría en un determinado agrupamiento, nivel, tramo y grado. Por otra parte, se garantizaba la estabilidad en el empleo y el ingreso, permanencia y progreso en la carrera administrativa basado en la idoneidad, el mérito y la capacitación.

La asignación de funciones de los agentes públicos se realizaría de acuerdo con las capacidades, el rendimiento y la productividad de cada uno lo cual se mediría a través de la constitución de un instrumento novedoso como lo era la evaluación de desempeño.

Los agentes, por su parte, progresarían en la carrera administrativa bajo dos modalidades: horizontal y vertical. La modalidad horizontal implicaba la promoción a tramos y grados precedentemente establecidos. El ascenso vertical, por su parte, implicaba el ascenso a niveles escalafonarios lo cual habilitaba al agente a ocupar cargos de mayor responsabilidad, complejidad y autonomía. Dicha modalidad de ascenso se realizaría mediante procesos de selección.

El progreso en forma horizontal consistía en la promoción a diferentes tramos y grados habilitados al efecto y representaba la maduración y desarrollo de las competencias laborales.

El progreso en forma horizontal se obtendría a partir de calificaciones positivas obtenidas en la evaluación de desempeño y aprobación de actividades de desarrollo profesional.

5.1.- Agrupamientos

La Ley Nº 3487 plantea la existencia de los siguientes agrupamientos:

· Gerencia Pública

· Profesional

· Técnico

· Administrativo

· Auxiliar asistencial

· Servicios de apoyo

5.2.- Niveles
Los niveles son jerarquizaciones que se establecen en la arquitectura escalafonaria con la finalidad de diferenciar los distintos momentos de la carrera administrativa.

5.3.- Tramos

Los tramos representan un estadío en el dominio del perfil ocupacional propio según el nivel. El avance en los gramos implica la acreditación de requisitos genéricos a estipular.

5.4.- Grados
Para la promoción de grados el agente debe obtener una variable cantidad de calificaciones satisfactorias (evaluaciones de desempeño). Los nuevos agentes comienzan en el primer grado de su nivel.

5.5.- Cobertura de vacante.

La selección se orienta mediante procesos de oposición y antecedentes. El ingreso se realiza en el grado y tramo inicial del nivel correspondiente. Extraordinariamente se puede ir a un tramo o grado superior al inicial.

Los procesos se selección pueden adoptar las siguientes modalidades: interna, general o abierta.

La convocatoria interna es para aquellos agentes de planta permanente de la unidad organizativa. La convocatoria general es para aquellos agentes de planta permanente de toda la Administración Pública. La convocatoria abierta queda abierta para todos los postulantes.

Las convocatorias abiertas son aquellas destinadas a cubrir las vacantes del nivel escalafonario inicial de cada agrupamiento.

Los cargos en el agrupamiento gerencia pública se rige por procesos de selección de convocatoria abierta. Para la cobertura de los puestos de trabajo de los restantes niveles se instrumentan procesos de convocatoria interna.

Como se puede observar la implementación del nuevo estatuto – escalafón implicó la adopción de un nuevo paradigma en materia de empleo público. Asimismo significó un sustantivo avance al merituarse la idoneidad, la capacitación y el desempeño destituyendo a la antigüedad que era la columna vertebral del anterior estatuto.

5.6.- Régimen de Promoción
A los efectos de la promoción de grado el Escalafón establecía como requisitos:

· Obtener una cantidad de calificaciones al menos adecuada o normal por la evaluación anual del desempeño;

· Acreditar ante cada promoción, la aprobación de actividades de capacitación en cualquiera de las modalidades habilitadas y/o la posesión de las competencias laborales pertinentes al puesto de trabajo

· Podrían reconocerse las actividades fehacientemente comprobables en las que el agente haya desarrollado o adquirido experiencia técnica o profesional relevante y que se consideren pertinentes a su función o desarrollo laboral.

· En la reglamentación de la Ley se establecerían las exigencias para cada promoción de grado según el agrupamiento en el que revistiere cada agente.

5.7.- Régimen de Capacitación
El Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado establecería y coordinaría un Sistema de Capacitación y Desarrollo orientado a la actualización y mejoramiento de las competencias laborales de los agentes requeridas para el buen funcionamiento de los servicios y para el cumplimiento de las exigencias del régimen de promoción.

Asimismo, dentro de los Programas de Capacitación y Desarrollo orientados a cubrir las necesidades de capacitación del personal del Agrupamiento de Gerencia Pública se instrumentarían actividades que permitiesen la habilitación de agentes que, careciendo de los niveles de educación formal requeridos para dicho agrupamiento, cuenten con potencial de desempeño debidamente reconocido.

5.8.- Sistema de Evaluación de Desempeño

Una de las innovaciones más interesantes de la nueva arquitectura escalafonaria la constituyó la introducción de la evaluación de desempeño.

En este sentido, el desempeño del agente sería evaluado con relación al logro de los objetivos o resultados alcanzados en sus funciones, tomando en consideración las condiciones y recursos disponibles, las competencias y modalidades demostradas en su ejercicio y las aptitudes para el trabajo y el servicio público.

La evaluación del desempeño es reglamentada y organizada de manera que su gestión contribuya a estimular el compromiso del agente con el rendimiento laboral y la mejora del servicio público, con su desarrollo y capacitación personal, con la profesionalización de la función pública a su cargo y con la merituación relativa para su promoción en la carrera.

En cuanto a la autoridad de aplicación se constituiría la Comisión de Carrera integrada por vocales gubernamentales y gremiales al interior del Consejo Provincial de la Función Pública y Reconversión del Estado. 

6.- Conclusiones
La Provincia de Río Negro ha realizado reformas sustanciales en su proceso de Administración y Gestión de Recursos Humanos. Esto ha implicado un importante esfuerzo gubernamental sostenido en el tiempo. El presente artículo ha querido mostrar algunos aspectos de estas transformaciones alineadas a enfoques más modernos en materia de gestión del sector público.
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